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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL 

Medellín, trece de octubre de dos mil veintidós 

 

 

Tipo de pretensión:  Ejecutivo 
Procedencia:   Juzgado Cuarto Civil Circuito Medellín 
Demandante:  Luis Gonzalo Mejía Cañas 
Demandado: Seguros Generales Suramericana SA 

Radicado:                   05001 31 03 004 2022 00149 01 
Decisión:                    Revoca 

 
 

ASUNTO 
 

Resolver la apelación interpuesta por la parte demandante en contra el auto del 5 de julio de 

2022 proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Medellín, mediante el cual se negó 

mandamiento de pago.  

 

Al respecto, debe señalarse que el a quo, frente a las razones del demandante para recurrir, estimó 

que la claridad propia de todo título ejecutivo no constaba en aquel allegado por la parte 

demandante, máxime cuando lo que la parte anexa no ostentaba la determinación necesaria para 

constituirse como un título que presta mérito ejecutivo, en virtud de la duda frente al límite y 

alcance de los ingresos mensuales del demandante, la solidez del dictamen pericial, la evaluación 

del perjuicio moral, el establecimiento del daño a la vida en relación y a la salud. Esto unido a la 

consideración de que el dictamen pericial es considerado como parte de las costas procesales.  

 

Del otro lado, el apelante enfatiza en la particularidad del caso como consecuencia del silencio 

del asegurador ante la reclamación efectuada, razón por la cual resalta el numeral 3° del artículo 

1053 del Código de Comercio. 

 

MARCO NORMATIVO 

 

Surgen diferentes consideraciones que se deben mencionar cuando, en presencia de un seguro 

de responsabilidad civil, se genera una reclamación por parte de la víctima directa de un siniestro 

acaecido. La víctima, tratándose de este tipo de seguros, se erige como beneficiario de la 

indemnización conforme a lo dispuesto por el artículo 1127 del Código de Comercio. Al fungir 

ésta en la referida calidad, cuenta con distintas alternativas desde el punto de vista procesal para 



Rdo. 05001 31 03 004 2022 00149 01  

Procedencia: Juzgado Cuarto Civil del Circuito 
Auto.  MP. Martín Agudelo Ramírez 

reclamarle a la aseguradora dicha indemnización, la cual es generada por los daños causados por 

el asegurado. 

 

Una de ellas la brinda la Ley 45 de 1990 que modificó el artículo 1133 del estamento comercial 

con la denominada «acción directa»; en virtud de ésta, la víctima puede pretender en contra de la 

aseguradora, pese a que no haya suscrito el contrato de seguro para que se le pague directamente 

la indemnización, sin que tenga que darse el trámite de reembolso propio del llamamiento en 

garantía. Lo anterior posibilita que, a través de un trámite declarativo de condena, el juez pueda 

generar un título ejecutivo por los perjuicios que se acrediten, tanto patrimoniales como 

extrapatrimoniales, claro está, culminadas las distintas etapas del proceso, ya que se requiere del 

agotamiento de un período probatorio que le permita obtener al juez certeza sobre los daños 

producidos.   

 

Por otro lado, se encuentra la opción que tendría la víctima en virtud del artículo 1053 numeral 

3º del Código de Comercio. Tratándose del seguro de responsabilidad civil, no hay duda que la 

víctima es beneficiaria de dicho seguro y en tal sentido estaría legitimada para pretender.1 

Situados en esta opción, a partir de lo establecido en el referido numeral, se colige que para que 

la póliza de seguro preste mérito ejecutivo por sí sola basta: i) con la declaración que el asegurado 

o beneficiario haga de haber reclamado, con los comprobantes requeridos para demostrar la 

ocurrencia y la cuantía del siniestro, y ii) que en el plazo legal para dar respuesta, la aseguradora 

no hubiese objetado dicha reclamación. 

 

Por esta razón, si bien el artículo 430 del Código General del Proceso instruye al juez, como 

regla general, para que revise los requisitos del documento presentado para prestar mérito 

ejecutivo, es decir, que este contenga una obligación clara, expresa y exigible, tratándose de la 

póliza de seguro resulta indispensable revisar la situación especial que consagra la norma 

comercial ya considerada. 

 

En este sentido, anexar la póliza como prueba del contrato de seguro, adjuntar la reclamación a 

la aseguradora con los respectivos comprobantes del siniestro y su cuantía y afirmar la falta de 

respuesta por la misma, son acciones indispensables para librar mandamiento de pago. Además, 

el juez debe verificar, antes de disponer de la referida orden, que los documentos que 

acompañaron la reclamación realizada sean los mismos que sirven de soporte para la ejecución. 

 

 
1 Lo anterior es sustentado por la doctrina y a su vez por la Corte Suprema de Justicia en la sentencia STC 928 
de 2020 que cita a la providencia STC 7190 de 2017 de la misma corporación y en donde se avala la 
procedencia de la reclamación directa que realiza la víctima en virtud del artículo antes mencionado: «Ahora 
bien, corroborando el propósito legislativo y acorde con la teleología del artículo 1127, el artículo 85 de la 
misma ley 45 modificó el artículo 1133 del estatuto comercial, legitimando al tercero damnificado para 
accionar directamente contra el asegurador del responsable, con el fin de obtener la indemnización del daño 
sufrido a consecuencia del hecho imputable a aquel. (…) Así pues, para que la reclamación de la víctima pueda 
cumplir con los presupuestos exigidos por el tantas veces citado artículo 1053 (numeral 3°) del Estatuto 
Mercantil, debe acreditarse «la responsabilidad del asegurado» como aspecto necesario para la configuración 
del siniestro, elemento que debe probar la víctima a voces de lo que establece el artículo 1077 de esa misma 
codificación, según remisión consagrada en el prenotado numeral tercero». 
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Continuando con este análisis, y haciendo una discriminación de cada uno de los requisitos 

exigidos por el artículo 1053 numeral 3ª del Código de Comercio, se ha de mencionar que sobre 

la póliza es necesario que el juez, al momento de evaluar la procedencia del trámite ejecutivo, 

concluya que lo pretendido por el ejecutante se enmarca dentro de las posibilidades que póliza 

trae en sus coberturas.  

 

Ahora en lo que concierne a los comprobantes que acompañan a la reclamación, conforme con 

lo dispuesto en la ley, estos deben dar cuenta del siniestro y la cuantía de la pérdida. No hay tarifa 

legal para su confirmación, más bien se impone la libertad probatoria, ya que lo que debe 

importar es que el juez disponga de unos mínimos que le den certeza respecto a la ocurrencia 

del siniestro y su cuantía. Aquel podría acreditarse de diferentes maneras, a modo de ejemplo 

podría allegarse un croquis emitido por la autoridad de tránsito, el informe de dicha entidad, una 

resolución contravencional, etc.  

 

Respecto de la cuantía, es necesario evaluar la presencia de unos perjuicios que deben estar 

vinculados con los comprobantes que se aportan: 

 

Tratándose de los perjuicios patrimoniales, existen varias posibilidades para establecer su monto, 

dependiendo de si se trata de un daño emergente o lucro cesante. A modo de ejemplo serviría 

allegar al despacho facturas, recibos de pago, cotizaciones de daños, certificaciones de ingreso, 

recibos de nómina, comprobantes de liquidación de prestaciones y salarios, certificados de 

pérdida de capacidad laboral, dictámenes periciales, entre otros medios probatorios que puedan 

conducir a la cuantificación del perjuicio causado. 

 

Con relación a los perjuicios extrapatrimoniales no se ha de olvidar que el escenario normal de 

su reconocimiento es el proceso declarativo y que, además, estos se fundamentan en el arbitrium 

judicis, cuya cuantificación deberá obedecer lo topes establecidos en precedentes 

jurisprudenciales, que en el caso de la especialidad civil cuenta con los ya consolidados por la 

Corte Suprema de Justicia.  

 

Frente a este último tipo de perjuicios, la jurisprudencia nacional ha establecido diferentes 

categorías para clasificarlos, especialmente la Corte Suprema de Justicia los ha dividido en daño 

moral, daño a la vida en relación y daño a bienes jurídicos de especial protección constitucional2. 

Las dos primeras clasificaciones toman especial relevancia cuando se está en presencia de un 

seguro de responsabilidad civil, siendo necesario que la víctima someta la cuantificación de sus 

perjuicios al arbitrio del operador judicial3.  

 
2 El daño a la salud es una categoría de daño extrapatrimonial establecida por el Consejo de Estado en la 
jurisdicción contencioso administrativa y ha encontrado en dicha corporación una jurisprudencia prolija. No 
ha sucedido lo mismo con la jurisdicción ordinaria, en la que los precedentes de su órgano de cierre no le han 
otorgado una autonomía suficiente.  
3 La Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Civil, el 9 de diciembre del 2013 y con la ponencia del 
Magistrado Ariel Salazar Ramírez (88001-31-03-001-2002-00099-01), distinguió que, «a diferencia de la 
estimación de los perjuicios patrimoniales, para los que existen en la mayoría de las ocasiones datos objetivos 
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Son todas las anteriores condiciones que debe tener en cuenta el juez para librar mandamiento 

de pago y también la parte actora para analizar que le conviene más: si la pretensión de condena 

formulada a partir del artículo 1133 o la pretensión ejecutiva con fundamento en el artículo 1053 

numeral 3º ibidem. 

 

Cuando se opta por el trámite de ejecución, el juez no puede constituirse en un obstáculo para 

el acceso a la jurisdicción exigiendo requisitos no contemplados en la norma mercantil, de 

hacerlo caería en un exceso de ritualismo que comprometería el acceso a la justicia. Se insiste 

que en cuanto a los comprobantes basta simplemente que los mismos den cuenta de la ocurrencia 

del siniestro ya la cuantificación de la pérdida, siempre respetando la libertad probatoria del 

reclamante y posterior pretendiente en ejecución.   

 

Resulta inadmisible que nieguen mandamientos de pago a partir de consideraciones simplemente 

genéricas o abstractas, cuando la propia parte acompaña con la demanda de ejecución esos 

comprobantes, desatendiendo el propósito de una norma especial que tiene una finalidad 

específica: sancionar a las aseguradoras por su negligencia al no contestar las reclamaciones que 

se le realizan. 

  

Por último, que se pueda dar inicio a la ejecución con base en la norma especial no significa que 

se estén aniquilando las posibilidades defensivas futuras de las aseguradoras para que, después 

de integrado el contradictorio, planteen excepciones que enerven la prosperidad de las 

pretensiones del ejecutante. Pero, lo que no puede hacer el juez es desbordar su control liminar 

de admisibilidad, anticipando posibles obstáculos a la posibilidad de ejecución, que no se 

encuentran en el título de entrada, sino que se tendrían que analizar luego de presentadas las 

excepciones por la ejecutada. 

 

CASO CONCRETO 

 

Para la situación en particular, el juzgador de primera instancia negó el mandamiento de pago 

argumentando que los documentos que anexa el demandante no contienen una obligación clara 

y que, por lo tanto, no se está en presencia de un título que preste mérito ejecutivo. El a quo 

encuentra dicha falta de claridad en la duda que emana de la obligación en cuanto a su límite y 

alcance, razón por la cual, en su entendimiento, no se reúnen los requisitos del artículo 430 del 

Código General del Proceso. 

 

Esta Sala ha de mencionar que, en virtud del marco normativo propuesto, el a quo incurrió en 

un error en el sentido de la decisión del auto apelado. Lo anterior se justifica en que el juez ignoró 

 
que sirven de apoyo para su cuantificación, el perjuicio extrapatrimonial ha estado y seguirá estando 
confiado al discreto arbitrio de los funcionarios judiciales». 
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el carácter especial de mérito ejecutivo que consagra el artículo 1053 numeral 3º del Código de 

Comercio, ya que en virtud de dicha disposición la póliza de seguro puede prestar mérito 

ejecutivo por sí sola, si se cumplen los requisitos mencionados anteriormente, a saber: i) que se 

haya efectuado una reclamación a la aseguradora por parte del asegurado o beneficiario, ii) que 

junto a dicha reclamación se hayan anexado los comprobantes necesarios para acreditar los 

requisitos del artículo 1077 del Código de Comercio, es decir, que mediante los mismos se pruebe 

la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de la pérdida, iii) que transcurra un mes desde el 

día en que se haga dicha reclamación y que la aseguradora no la haya objetado 

 

Al tener clara la norma que rige la procedencia del mérito ejecutivo en este tipo de casos, esta 

Sala ha de pronunciarse sobre si efectivamente el demandante cumplió con las exigencias 

mínimas que la ley le impone para que proceda su pretensión ejecutiva. Reposan en el expediente 

virtual 38 documentos anexos a la demanda ejecutiva (Carpeta principal, archs. 3 al 41), entre los 

cuales se hallan los siguientes: 

 

i) la carátula de la póliza de seguro, junto con las condiciones generales de la misma 

(Archs. 03 y 05); 

 

ii) la reclamación directa efectuada por el apoderado del señor Luis a Seguros Generales 

Suramericana (Arch. 06); 

 

iii) la resolución número 202150030823 mediante la cual se declaró convencionalmente 

responsable a la señora Luz Adriana Mejía Cárdenas, la cual, según la póliza, es la persona 

asegurada (Arch. 07); 

 

iv) diferentes comprobantes médicos del señor Luis Gonzalo como también su historia 

clínica, exámenes y un dictamen pericial que determina su pérdida de capacidad laboral y valora 

su daño corporal (Archs. 06 a 12 y 14); y  

 

v) copias de los correos electrónicos remitidos por el apoderado del señor Luis a Seguros 

Generales Suramericana, en donde se muestra el envío de la reclamación directa y los diferentes 

comprobantes, pruebas y anexos necesarios para demostrar la ocurrencia del siniestro y su 

cuantía, a su vez copia del mensaje de recibido de este correo por parte de la aseguradora (Archs. 

22 a 30 y 33 a 36). 

 

Ahora bien, observando los documentos referidos, se advierte que la parte demandante satisfizo 

unas exigencias mínimas a efectos de que el juez de primer grado disponga la ejecución. Esto, 

en la medida en que no solo acreditó la ocurrencia del siniestro, sino que también aportó sendos 

comprobantes para examinar la cuantía de la pérdida. 

 

Así pues, el caso ameritaba un estudio más riguroso por parte del juzgador, el cual debía de acatar 
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a las particularidades que surgen en virtud de la ley comercial. La cuantía de la pérdida: los 

perjuicios por lucro cesante y daño emergente estuvo soportada en unos comprobantes 

específicos que fueron pretermitidos a través del análisis genérico del a quo. No podía el juzgador 

impedir su ejecución a partir de unas objeciones ambiguas que desconocen la libertad probatoria 

que tenía la parte ejecutante en lo concerniente a los comprobantes.  

 

Tratándose de los perjuicios extrapatrimoniales, como ya se expuso en el apartado considerativo 

previo, otras son las consideraciones que deben tenerse presentes. Un asunto es reclamarlos a 

través de la pretensión directa contemplada en el artículo 1133 del Código de Comercio, y otro 

bien diferente es que se pueda considerar la posibilidad de ejecución cuando son reclamados 

ante la aseguradora teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 1053 numeral 3º del mismo 

estatuto. 

 

La parte recurrente insistió en que la posibilidad de su ejecución radica en la presunción de 

acierto y la situación de que la tasación de estas tipologías de perjuicio es arbitrio iuris, razón por 

lo cual, en su sentir, la estimación no controvertida de los mismos es prueba suficiente de la 

cuantía de estos. La Sala considera que las razones ofrecidas por dicha parte no son suficientes 

para ejecutar. No puede pretenderse que la exigencia normativa de presentar un comprobante 

sobre la cuantía de la pérdida se circunscriba exclusivamente al ámbito de los perjuicios 

patrimoniales. El matiz que presenta la parte apelante no puede minar las razones de certeza 

sobre la cuantía que sobre los perjuicios extrapatrimoniales debe tener el juez. 

 

Al estudiar los autos de negación de mandamiento y de resolución de reposición, la Sala 

encuentra que el juez negó la ejecución de los perjuicios extrapatrimoniales bajo el argumento 

de «que las obligaciones solicitadas conllevan a generar duda en cuanto al límite y alcance, puesto que se derivan 

de eventos indeterminados en cuanto a su precisión, ya que se requiere (…) la evaluación del perjuicio moral, el 

establecimiento del daño a la vida de relación y a la salud». Se trata de un argumento de negación 

igualmente genérico que no atiende a las exigencias de motivación que imponía una decisión en 

este sentido. Al respecto, como ya se destacó, es necesario tener en cuenta aspectos como los 

siguientes: atender a los requisitos exigidos en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia 

para su reconocimiento; entender las restricciones que tiene la indemnización por daño a la salud 

en atención a los precedentes jurisprudenciales emanados de la propia Corte, que no pueden 

confundirse con los del Consejo de Estado; y, finalmente, no olvidar que la cuantificación del 

perjuicio extrapatrimonial, a diferencia del patrimonial, no se fundamenta en criterios exactos y 

por lo tanto «ha estado y seguirá estando confiado al discreto arbitrio de los funcionarios judiciales»4. 

 

En consecuencia, las razones ofrecidas precedentemente son suficientes para revocar la decisión 

de negación del mandamiento de pago contenida en el auto emitido el 5 de julio de 2022. El 

juzgado de primera instancia no consideró las particularidades del caso, teniendo en cuenta los 

 
4 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 9 de diciembre de 2013, 88001-31-03-001-2002-00099-01, 
Magistrado Ponente: Ariel Salazar Ramírez. 



Rdo. 05001 31 03 004 2022 00149 01  

Procedencia: Juzgado Cuarto Civil del Circuito 
Auto.  MP. Martín Agudelo Ramírez 

supuestos establecidos en el artículo 1053.3 del Código de Comercio. Se aportó una póliza que 

presta mérito ejecutivo en la medida que la misma está acompañada de comprobantes que 

acreditan la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida, aunado a la afirmación de la 

ausencia de objeción por parte de la aseguradora a la cual se le envío la reclamación según los 

documentos que se adjuntan. 

 

Como el a quo es el competente para emitir la orden de pago, se dispondrá que el mismo realice 

un nuevo estudio de admisibilidad de lo pretendido ejecutivamente teniendo en cuenta las 

consideraciones expuestas en esta providencia, sin que sea dable negarla por las mismas razones 

esgrimidas en los autos cuestionados. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín en Sala Unitaria 

 

 RESUELVE:  

 

Primero: Revocar el auto que niega mandamiento de pago, emitido por el Juzgado Cuarto Civil 

del Circuito el 5 de julio del 2022. 

 

Segundo: Ordenar al juzgado de primera instancia que realice un nuevo estudio de 

admisibilidad teniendo en cuenta las consideraciones planteadas en esta providencia. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

Martín Agudelo Ramírez 

Magistrado 


